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RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 2 de agosto de 2024. 

Comparece ante nos, la señora Edda Gloria Sustache 

(“señora Sustache”), el señor Juan Manuel Martínez Sustache y 

el señor Christian Martínez Sustache (en conjunto, “los 

Peticionarios”) mediante una Petición de Certiorari presentada el 

3 de julio de 2024. Nos solicita que revoquemos la Resolución que 

se dictó y notificó el 23 de mayo de 2024, por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (“foro primario” o 

“foro a quo”). Por virtud de esta, el foro primario declaró No Ha 

Lugar las mociones de sentencia sumaria presentadas por cada 

una de las partes de este pleito. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

denegamos la expedición de auto de certiorari. 
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I. 

 El 16 de mayo de 2022, el señor Alan T. Rizer (“Recurrido” 

o “señor Rizer”) presentó una Demanda sobre incumplimiento de 

contrato; daños y perjuicios; prohibición de enajenar; solicitud de 

cumplimiento específico; dolo contractual y daños y perjuicios 

contra los Peticionarios.1 Mediante esta alegó que, el 9 de octubre 

de 2020, el Señor Manuel José Martínez Colón (“señor Martínez”) 

y su esposa, la señora Sustache, suscribieron un contrato 

intitulado Exclusive Real Estate (“Contrato”) con el señor Rizer y 

su esposa. Adujo que este Contrato disponía que el Señor 

Martínez y la señora Sustache se obligaron a vender y el señor 

Rizer y su esposa se obligaron a comprar una propiedad sita en 

el municipio de Bayamón por dos millones de dólares 

($2,000,000.00). Igualmente, indicó que el Contrato fue 

enmendado varias veces. Sostuvo que la primera de las 

enmiendas se realizó con el propósito de sacar a la esposa del 

Recurrido del Contrato y la segunda enmienda se emitió para 

extender la fecha en la cual se otorgaría la compraventa.  

 De igual forma, el señor Rizer esbozó que, el 28 de 

diciembre de 2020, el señor Martínez falleció por lo cual este fue 

sustituido en el pleito instado por su sucesión, a saber, el señor 

Juan Manuel Martínez Sustache y el señor Christian Martínez 

Sustache, toda vez que el Contrato disponía para ello. El 

Recurrido, narró que una vez se incorporaron los herederos del 

señor Martínez, estos en conjunto con la señora Sustache 

emitieron tres (3) enmiendas adicionales al Contrato, todas a los 

efectos de aplazar la fecha en que se llevaría a cabo la 

compraventa. Detalló que la última de estas enmiendas, 

 
1 Apéndice certiorari, págs. 1-15. 
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entiéndase, la quinta enmienda, aplazó la fecha dispuesta para la 

compraventa hasta el 7 de octubre de 2021.  

Sin embargo, el señor Rizer esgrimió que, esta quinta 

enmienda que se realizó en el Contrato tenía un adendum en 

manuscrito que no fue suscrita por el Recurrido. Resaltó que en 

esta, dispusieron que  la propiedad tendría que ser liberada de 

un gravamen hipotecario a favor del Banco Popular de Puerto 

Rico (“Banco Popular”), cuya deuda excedía los dos millones de 

dólares ($2,000,000.00). 

 El Recurrido afirmó que, llegado el 7 de octubre de 2021, 

no se pudo celebrar la compraventa del inmueble. Indicó que, tras 

realizar varias gestiones para saber la razón por la cual no se 

había materializado la compraventa en la fecha prevista, la 

señora Sustache le compartió un correo electrónico con fecha del 

15 de septiembre de 2021. Esbozó que en la aludida 

comunicación, la señora Sustache explicó que continuaba con la 

intención de vender la propiedad pero que había surgido un 

imprevisto referente  a que el Departamento de Hacienda no había 

emitido el relevo de la planilla del caudal relicto del señor 

Martínez y sin ese documento, los bienes del caudal, incluyendo 

la propiedad, se encontraban congelados. Agregó que, tras varias 

comunicaciones entre las partes, el 13 de diciembre de 2021, los 

Peticionarios emitieron una misiva al Recurrido, en la cual le 

notificaron que presuntamente, el Contrato había expirado el 8 

de diciembre de 2020, por lo cual, el mismo no los vinculaba. 

Añadió que posterior a esto, las partes discutieron algunas 

opciones para atender la situación, pero todas resultaron 

infructuosas. Por ello, el Recurrido solicitó los siguientes 

remedios: 
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(1) declare el incumplimiento contractual de los 
codemandados en cuanto al Contrato de Compraventa, 

según enmendado, y los condene al cumplimiento 
específico de lo pactado tan pronto obtengan el relevo 

de Hacienda;  

(2) condene a los codemandados a Comprador en daños y 

perjuicios por incumplimiento contractual y el dolo;  

(3) condene a los codemandados en su carácter personal 

a indemnizar al Comprador por daños y perjuicios;  

(4) conceda el remedio de costas y honorarios de abogado 

contra los demandados;  

(5) conceda daños punitivos contra cada uno de los 

codemandados en su carácter personal según 
solicitado por el Comprador; y  

(6) conceda cualquier otro remedio que en derecho 
proceda.2 

 

En respuesta, 12 de septiembre de 2022, los Peticionarios 

presentaron su Contestación a Demanda mediante la cual 

negaron ciertas alegaciones y levantaron sus correspondientes 

defensas afirmativa.3 Posteriormente, el 11 de abril de 2023, los 

Peticionarios instaron Moción para presentar Contestación 

Enmendada a Demanda y Reconvención.4 En esta, argumentaron 

que los Peticionarios habían sido emplazados en dos (2) pleitos de 

ejecución de hipoteca sobre la misma propiedad. Sostuvieron que 

ambas demandas fueron incoadas por el Banco Popular y 

enfatizaron que el gravamen hipotecario era de conocimiento por 

el Recurrido. Por tal motivo, solicitaron que el señor Rizer 

respondiera por los daños incurridos. Así pues, en la Contestación 

a la Demanda Enmendada,5 se incluyó una reconvención en la 

cual los Peticionarios solicitaron la indemnización de, entre otras 

cosas, los ingresos dejados de percibir, los gastos de los pleitos 

del acreedor hipotecario más daños y perjuicios. 

Por su lado, el 3 de agosto de 2023, el señor Rizer presentó 

su Contestación a Reconvención.6 En esencia, planteó que el 

 
2 Íd., pág. 14. 
3 Íd., págs. 16-22. 
4 Íd., págs. 23-26. 
5 Íd., págs. 27-33. 
6 Íd., págs. 36-40. 
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contenido de la reconvención era irrelevante a la controversia de 

marras, pues nada tenía que ver con el Contrato que era objeto 

de la Demanda incoada. Tras varias incidencias procesales, el 14 

de febrero de 2024, los Peticionarios presentaron una Moción de 

Sentencia Sumaria.7 Como fundamento de su petición, trajo a la 

consideración del foro primario que procedía la desestimación del 

presente pleito puesto que no existía un contrato vigente que le 

permitiera al señor Rizer reclamar incumplimiento de contrato, 

dolo y daños. 

De otro lado, el 22 de febrero de 2024, el Recurrido presentó 

su Moción de Sentencia Sumaria.8 En esencia, argumentó que el 

Contrato suscrito entre el señor Rizer, el señor Martínez y la 

señora Sustache fue ratificado expresamente en varias ocasiones, 

sin embargo, los Peticionarios de manera intencional, dolosa 

unilateralmente decidieron no cumplir con sus obligaciones. Por 

tanto, tuvo la consecuencia de ocasionarle daños millonarios al 

Recurrido. 

Así las cosas, el 27 de marzo de 2024, el señor Rizer 

presentó Oposición a Moción de Sentencia Sumaria (SUMAC 

#154).9 En resumen, reiteró que el Contrato era uno de 

compraventa válido, que este no había vencido como esbozaron 

los Peticionarios y que estos actuaron de forma temeraria al no 

acatar sus obligaciones contractuales. Por su lado, el 15 de abril 

de 2024, los Peticionarios presentaron su Oposición a Moción de 

Sentencia Sumaria.10 Mediante esta, enumeraron una serie de 

hechos que, a su juicio, estaban en controversia. De la misma 

 
7 Íd., págs. 51-66. 
8 Íd., págs. 283-297. 
9 Íd., págs. 666-681. 
10 Íd., págs. 704-714. 
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forma, puntualizó que los motivos por los cuales no se concretó 

la compraventa responden razones atribuibles al señor Rizer.  

Evaluado estos escritos, el 23 de mayo de 2024, el foro 

primario emitió y notificó una Resolución. Por medio de esta, 

enumeró los siguientes hechos incontrovertidos:  

1) El 29 de mayo de 1992, el señor Martínez Colón y la 
señora Sustache Peña adquirieron el inmueble 

localizado en 513 Tintillo Hills, Guaynabo. 

2) El 6 de febrero de 2015 el señor Martínez Colón y la 

señora Sustache Peña otorgaron el acta para anotar 
derecho a hogar seguro ante el Notario Félix R. 

Santiago Rodríguez. 

3) La inscripción de la protección de la ley de hogar 

seguro sobre el inmueble de los peticionarios surge del 
Registro de la Propiedad y es de conocimiento de la 

parte recurrida.  

4) Para octubre de 2020 el señor Martínez Colón y la 

señora Sustache Peña contrataron a la corredora de 
bienes raíces, la señora Castañer, para la venta de su 

casa en el 513 Tintillo Hills, Guaynabo, Puerto Rico.  

5) El día 9 de octubre de 2020, el señor Rizer y la Sra. 

Maria Gabriela Córdova; y el señor Martínez Colón y la 
señora Sustache Peña, como vendedores y dueños de 

la propiedad en 513 Tintillo Hills suscribieron un 
contrato para la venta de la propiedad por la suma de 

$2 millones el cual vencía en 60 días, el 9 de diciembre 
de 2020.  

6) El contrato firmado el 9 de octubre de 2020 no tenía 
condiciones suspensivas.  

7) El 19 de octubre de 2020, el señor Rizer firmó una 
enmienda al contrato para eliminar la comparecencia 

de su esposa con la que tenía en ese momento una 
sociedad legal de bienes gananciales.  

8) El 22 de octubre de 2020, el señor Rizer obtuvo un 
estudio de título donde surgen el acta de hogar seguro 

que protege la propiedad y las 2 hipotecas que gravan 
la misma.  

9) El 4 de diciembre de 2eeee020, el señor Rizer, la señora 
Sustache Peña por sí y en representación de su esposo 

mediante un poder especial, firman la primera 
extensión al contrato.  

10) La parte demandante no compró estando vigente desde 
el 9 de octubre del 2020, con conocimiento que el señor 

Martínez Colón estaba grave de salud y moriría pronto.  

11) El 28 de diciembre de 2020, el señor Martínez Colón 

fallece y sus únicos herederos son los demandados.  

12) Los demandados le ofrecieron al demandante 
devolverle su dinero dado en depósito a la corredora 

por $80,000.00, lo cual rechazaron y continúan 
rechazando. 

13)  El 24 de febrero de 2021, la sucesión del señor 
Martínez Colón compuesta por la señora Sustache 
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Peña, y sus hijos, los señores Juan y Christian ambos 
de apellidos Martínez Sustache suscribieron una 

extensión al contrato original y ratificaron el mismo 
con el demandante acordando la venta por $2 millones 

que vencía el 7 de junio de 2021.  

14) El 31 de marzo del 2021 se emitió la resolución sobre 

declaratoria de herederos.  

15) El 12 de mayo de 2021, la sucesión del señor Martínez 

Colón compuesta por la señora Sustache Peña y sus 
hijos, los señores Juan y Christian ambos de apellidos 

Martínez Sustache suscribieron otra extensión al 
contrato original y ratificaron el mismo acordando la 

venta por $2 millones que vencía el 7 de agosto del 
2021.  

16) El 18 de julio de 2021, la sucesión del señor Martínez 
Colón compuesta por la señora Sustache Peña y sus 

hijos, los señores Juan y Christian ambos de apellidos 
Martínez Sustache, suscribieron una extensión al 

contrato original con el demandante y ratificaron el 
mismo acordando la venta por $2 millones que vencía 

el 7 de octubre de 2021.  

17) El consentimiento para la firma de esta extensión 

estaba condicionada a las condiciones y aprobación del 
banco del short sale, condición existente desde el 

primer día de esta negociación. mandados tenían que 
obtener el relevo de Hacienda y la nueva aprobación del 

BPPR, lo cual sabía y aceptaba el comprador.  

18) El día 22 de octubre de 2022 y 22 de diciembre de 2022 

el BPPR instó los pleitos de ejecución de hipotecas 
contra la Sucesión por e;lBPPR para el cobro de dinero 

de las hipotecas que gravan la propiedad en el 513 
Tintillo Hills Guaynabo. (Civil número 

BY2022CV05316, consolidado BY2023CV02750 y 
BY2022CV06522).  

19) La señora Franceschini es la corredora de bienes raíces 
para el señor Rizer y la Sra. Gabriela Cordova. Esta fue 

contratada por el señor Rizer y su esposa, la Sra. 
Gabriela Córdova en la búsqueda de una propiedad en 

Puerto Rico.  

20) El 27 de octubre de 2021, la parte demandada comenzó 

trámites en Hacienda para completar la planilla de 
caudal relicto.  

21) El 21 de julio de 2023, Hacienda emitió el Certificado 
de Cancelación de Gravamen Contributivo (Relevo de 

Hacienda) del causante señor Martínez Colón.  

22) El codemandado, Sr. Christian Martínez Sustache es 

CPA, estudió finanzas y contabilidad en University of 
Miami. Además, tiene una maestría en auditoria de la 

universidad de FIU. 

23) El señor Martínez Sustache ha trabajado en bancos, 

firmas de finanzas que manejan préstamos y como 
auditor. Además, ha sido manejador de inversiones e 

inversionista profesional “Day Trader”.  

24) Actualmente la señora Sustache Peña y el 

codemandado, Sr. Christian Martínez Sustache 
residen en la propiedad objeto de este litigio. 

25) El señor Martínez Colón y su esposa, la codemandada, 
señora Sustache Peña, decidieron poner a la venta la 
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propiedad objeto de este litigio alrededor de dos años 
antes de que él falleciera en diciembre de 2020.  

26) El señor Martínez Colón y su esposa querían vender la 
propiedad porque para ellos era un “dolor de cabeza” 

debido al alto costo de mantenimiento y porque el 
doctor estaba enfermo y no podía subir escaleras.  

27) El contrato del 9 de octubre de 2020 establecía en 
específico que “the Parties agree and understand that 

unforeseen delays may occur, but that they will act 
diligently and in the best interest in completing the 

transaction.” 

28) La descripción registral de la propiedad es:  

RÚSTICA: Predio de terreno radicado en el 
Barrio Juan Sánchez del término municipal 

de Bayamón, Puerto Rico, compuesto de dos 
punto cinco mil setecientos cuarenta y una 

cuerdas (2.5741) equivalentes a diez mil 
ciento diecisiete punto once metros 

cuadrados; en lindes por el NORTE, con los 
terrenos de Estados Unidos de América y 

terrenos de W.F. Ramson; por el SUR, con 
terrenos del licenciado Cruz Rosario; por el 

ESTE, con terrenos de Antonio Arias y Jan 
Pierre Segarra; y por el OESTE, con terrenos 

de Cornelius Conrad y camino municipal 
conocido como Calle Tintillo. Enclava en esta 

parcela una casa de residencia de planta y 
media de concreto armado con techo del 

mismo material, teniendo la planta baja 
garage para dos carros, un dormitorio con 

baño y laundry, y en la planta alta sala-
comedor, dos dormitorios con dos baños y 

cocina.  

La finca es la núm. 8437 inscrita al folio 161 

del Tomo 276 de Bayamón Norte, Registro de 
la Propiedad de Bayamón, Sección Tercera.  

29) La corredora de bienes raíces de los demandados es la 
señora Castañer, su vecina de toda la vida.  

30) El codemandado, Sr. Christian Martínez Sustache 
sabía que el precio pactado para la venta de la 

propiedad objeto de este litigio fue de $2 millones.  

31) Los únicos herederos del señor Martínez Colón son su 

viuda, la señora Sustache Peña y sus hijos, los señores 
Christian y Juan Manuel ambos de apellidos Martínez 

Sustache, los aquí demandados.  

32) El Sr. Christian Martínez Sustache suscribió los 

documentos de 24 de febrero de 2021, 12 de mayo de 
2021, y 18 de julio de 2021 a sabiendas de que eran 

prórrogas para el acuerdo de octubre de 2020 para 
venderle la propiedad al demandante.  

33) Específicamente, los miembros de la sucesión querían 
honrar el acuerdo original sobre la propiedad que 

habían pactado sus padres.  

34) Los sucesores demandados interesan vender la 

propiedad objeto de este litigio.  

35) El codemandado, Sr. Juan Manuel Martínez Sustache 

es experto en financiamiento e inversiones en 
propiedades de bienes raíces. Posee un bachillerato y 
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maestría de Georgia Tech, así como una maestría en 
administración de empresas de la prestigiosa escuela 

de negocios Wharton de la Universidad de Pensilvania. 

36) Como parte de sus trabajos relacionados a los bienes 

raíces, el Sr. Juan Manuel Martínez Sustache ha 
trabajado con Prisa Group, CPG Island Servicing, 

Carlyle Development Group, Crossman & Company, 
Courtelis, Aspen Heights Group, USA Real Estate 

Company y con Waypoint.  

37) El Sr. Juan Manuel Martínez Sustache ha trabajado y 

tenido licencia como corredor de bienes raíces.  

38) El Sr. Juan Manuel Martínez Sustache supo que sus 

padres habían puesto la propiedad en # 513 de Tintillo 
Hills Road a la venta desde aproximadamente el 2018.  

39) El Sr. Juan Manuel Martínez Sustache supo que sus 
padres llegaron a un acuerdo con el demandante para 

la compraventa de la mencionada propiedad por el 
precio de $2 millones en algún momento de 2020.  

40) Luego de la muerte del señor Martínez Colón, el Sr. 
Juan Manuel Martínez Sustache estaba de acuerdo en 

honrar el contrato con el demandante, al menos hasta 
el mes de abril, 2022, fecha en que se presentó la 

demanda.  

41) La señora Castañer fue contratada por la señora 

Sustache Peña y el señor Martínez Colón para 
ayudarlos a vender su residencia.  

42) El 3 de diciembre de 2021, el señor Rizer, por conducto 
de su representación legal, cursó una carta a los 

demandados solicitándoles que cumplieran con sus 
obligaciones contractuales y le vendieran la propiedad.  

43) La referida carta fue contestada por los demandados, 
por conducto de la Lcda. Mercybelle Redondo, el 13 de 

diciembre de 2021.  

44) El 25 de abril de 2022, el Sr. Rizer envió una carta a 

los demandados en la que, nuevamente, insistió en que 
se cumplieran las obligaciones contractuales.11 

 

Así mismo, concluyó que existía controversia en los 

siguientes hechos: 

1) Si durante las negociaciones entre las partes para la 
adquisición de la propiedad objeto de controversia el 

“short sale” aprobado por el banco había expirado. 

2) Si actualmente el “short sale” está desaprobado.  

3) Los pormenores de la hipoteca a la cual está sujeto la 
propiedad objeto de la demanda. 

4) Interpretación del contrato y las enmiendas al mismo. 

5) La intención de las partes en el contrato y sus 

enmiendas. 

6) Si el demandante señor Rizer envió y suscribió una 

carta para el 25 de abril de 2021 y el contenido de la 
presunta misiva. 

 
11 Íd., págs. 737-742. 
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7) Si la parte demandante exigió que se completara la 
venta de manera oportuna y diligente antes de que 

presuntamente expirara el término del contrato. 

8) Si durante las negociaciones, la parte demandada 

actuó de buena fe.  

9) Si en medio de las negociaciones, la parte demandada 

operó de forma engañosa y con falsas representaciones 
en contra de la parte demandante.  

10) Si la parte demandada buscaba vender la propiedad a 
un mayor precio y si el contrato suscrito con el 

demandante era un impedimento para lograr una 
ganancia mayor en la venta.  

11) Si el 5 de octubre de 2021, el demandante envío un 
contrato presuntamente suscrito por este a la parte 

demandada, el contenido del supuesto contrato así 
como los cambios propuestos y si dicho documento fue 

aceptado por las partes.  

12) Si en efecto el contrato objeto de la demanda con sus 

enmiendas estaba vigente o si por el contrario había 
expirado su plazo para la aprobación del mismo 

conforme a sus términos.  

13) Las razones de los demandados para actualmente no 

querer vender la propiedad al demandante.  

14) Si el demandante tenía fuentes de capital adicional al 

efectivo y financiamiento para adquirir la propiedad.  

15) Si el retraso en cuanto a la obtención del relevo de 

hacienda de la planilla de caudal relicto fue uno 
previsible e intencional por parte de los demandados 

para malograr el cierre de la transacción suscrita con 
el demandante o si ocurrió por otras razones 

imprevistas.  

16) Si los términos del contrato original son aplicables a la 

Sucesión.  

17) ¿Cuándo el Sr. Juan Manuel Sustache vio el contrato 

objeto de la demanda?  

18) Si los demandados tenían el interés de honrar el 

contrato suscrito durante el 2021.  

19) Si los demandados habían realizado las gestiones 

necesarias para dar cumplimiento con el contrato. 

20) Si los motivos para no completarse la venta en los 

términos del contrato se deben a actos u omisiones del 
demandante o de terceros.  

21) Si era necesario la aprobación del Banco para que el 
contrato fuese válido y cumplirse el mismo.  

22) Los daños, si alguno.  

23) La responsabilidad de las partes, si alguna.  

24) El incumplimiento del contrato por parte del 
demandante, si alguno. 

25) El incumplimiento del contrato por parte de los 
demandados, si alguno.12 

 
12Íd., págs. 742-743. 
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A base de lo anterior, que el foro a quo determinó que, en 

esa etapa de los procedimientos, no era meritorio emitir una 

sentencia sumaria a favor de ninguna de las partes. Añadió que 

los planteamientos esbozados en el caso debían dilucidarse en un 

juicio plenario debido a las controversias de hechos persistentes.  

Por tal motivo declaró No Ha Lugar ambas mociones de sentencia 

sumaria. 

Inconforme, el 7 de junio de 2024, los Peticionarios 

presentaron una Moción de Reconsideración.13 En esta, adujeron 

que ciertos hechos que el foro primario concluyó como 

controvertidos, en efecto no lo estaban. Ese mismo día, el foro 

primario emitió una Resolución mediante la cual declaró No Ha 

Lugar la reconsideración.14  

Insatisfecho aun, el 3 de julio de 2024, los peticionarios 

presentaron el recurso de epígrafe y le imputaron al TPI la 

comisión de los siguientes errores: 

Erró el TPI al no aplicar el derecho a los hechos 

incontrovertidos que determinó en su resolución.  

Erró el TPI al determinar que existen hechos en 
controversia que impiden la desestimación de la 
demanda. 

 

El 9 de julio de 2024, esta Curia emitió Resolución, en la 

que entre otras cosas, le concedimos un término de diez (10) días 

al Recurrido para que presentara su oposición al recurso. En 

cumplimiento con lo ordenado, el 29 de julio de 2024, el señor 

Rizer presentó su Memorando en Oposición a la Expedición del 

Auto de Certiorari.  

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a exponer la normativa jurídica aplicable al caso ante 

nuestra consideración.  

 
13Íd., págs. 781-787. 
14 Íd., pág. 788. 
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II. 

A. Certiorari 

 

“[U]na resolución u orden interlocutoria, distinto a una 

sentencia, es revisable mediante certiorari ante el Tribunal de 

Apelaciones”. JMG Investment v. ELA et al., 203 DPR 708, 718 

(2019). “El recurso de certiorari es un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un foro inferior”. Rivera et al. v. Arcos 

Dorados et al., 212 DPR 194, 207 (2023). Véase, además, Torres 

González v. Zaragoza Meléndez, 211 DPR 821 (2023). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R.52.1, establece que el recurso de certiorari solo se expedirá 

cuando se recurra de (1) una resolución u orden sobre remedios 

provisionales o injunction o (2) la denegatoria de una moción de 

carácter dispositivo. Por excepción, se puede recurrir también de: 

(1) decisiones sobre la admisibilidad de testigos o peritos; (2) 

asuntos de privilegios; (3) anotaciones de rebeldía; (4) en casos de 

relaciones de familia, o (4) en casos que revistan interés público. 

Íd. De igual manera, puede revisarse “cualquier otra situación en 

la cual esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable 

de la justicia”. Íd. Los límites a la facultad revisora del foro 

apelativo tienen como propósito evitar la dilación que causaría la 

revisión judicial de controversias que pueden esperar a ser 

planteadas a través del recurso de apelación. Scotiabank v. ZAF 

Corp. et al., 202 DPR 478, 486-487 (2019). 

No obstante, la discreción del tribunal apelativo en este 

aspecto no opera en un vacío ni sin parámetros. Mun. de Caguas 

v. JRO Construction, 201 DPR 703, 712 (2019). La Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

40, señala los criterios que se deben tomar en consideración al 
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evaluar si procede expedir un auto de certiorari. Véase, además, 

BPPR v. SLG Gómez-López, 213 DPR __ (2023), 2023 TSPR 145, 

resuelto el 19 de diciembre de 2023. Estos criterios son: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.  

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y 
una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 

 

El Tribunal Supremo ha expresado que la discreción es 

“una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial 

para llegar a una conclusión justiciera”. Mun. de Caguas v. JRO 

Construction, supra, págs. 712-713. No obstante, “[a]l denegar la 

expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el Tribunal 

de Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión”. 32 LPRA 

Ap. V, R. 52.1. 

B. Sentencia Sumaria 

 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal cuyo 

propósito principal es facilitar la solución justa, rápida y 

económica de los litigios que no presentan controversias genuinas 

de hechos materiales y, por lo tanto, no ameritan la celebración 

de un juicio a fondo. Birriel Colón v. Econo y otro, 213 DPR ___ 

(2023), 2023 TSPR 120, resuelto el 3 de octubre de 2023; Segarra 

Rivera v. Int’l Shipping et al., 208 DPR 964, 979 (2022). La Regla 

36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.36, permite que, en 
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un litigio, cualquiera de las partes le solicite al tribunal que se 

dicte sentencia sumaria a su favor, ya sea sobre la totalidad o 

cualquier parte de la reclamación solicitada. Reglas 36.1 y 36.2 

de Procedimiento Civil, supra. No obstante, para que una 

sentencia sumaria proceda, es necesario que de los documentos 

que la acompañan, se demuestre que no existe una controversia 

real sobre los hechos y solo reste aplicar el derecho. Birriel Colón 

v. Supermercado Los Colobos e Integral Assurance Company, 

supra; SLG Szendrey v. Consejo de Titulares, 184 DPR 133, 138 

(2011); Ramos Pérez v. Univisión de Puerto Rico, Inc., 178 DPR 

200, 214 (2010).  

Para poder demostrar eficientemente la falta de 

controversia sobre hechos esenciales, el promovente de la 

sentencia sumaria debe: (1) exponer las alegaciones de las partes; 

y (2) desglosar en párrafos debidamente enumerados los hechos 

sobre los cuáles, a su entender, no hay controversia. Regla 36.3 

de Procedimiento Civil, supra, R. 36.3.   

En Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100 

(2015), el Tribunal Supremo estableció “el estándar específico” 

que debe utilizar este Foro al “revisar denegatorias o concesiones 

de Mociones de Sentencia Sumaria”. A esos efectos, el Tribunal 

dispuso que: 

el Tribunal de Apelaciones debe: (1) examinar de novo el 
expediente y aplicar los criterios que la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen al 
foro primario; (2) revisar que tanto la Moción de Sentencia 

Sumaria como su oposición cumplan con los requisitos de 
forma codificados en la referida Regla 36; (3) revisar si en 

realidad existen hechos materiales en controversia y, de 
haberlos, cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de exponer 
concretamente cuáles hechos materiales encontró que 

están en controversia y cuáles están incontrovertidos, y 
(4) de encontrar que los hechos materiales realmente 

están incontrovertidos, debe proceder a revisar de novo si 
el Tribunal de Primera Instancia aplicó correctamente el 

Derecho a la controversia. Roldán Flores v. M. Cuebas et 
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al., 199 DPR 664, 679 (2018), citando a Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, supra, págs. 118-119. 
 

Es decir, planteada una revisión de sentencia sumaria, el 

Tribunal de Apelaciones está en la misma posición que el 

Tribunal de Primera Instancia para resolver, por lo que debe 

evaluar las mociones presentadas en el foro primario y cumplir 

con los requisitos dispuestos en la Regla 36 de Procedimiento 

Civil, supra, al emitir su dictamen. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, supra. “[L]a revisión del foro apelativo conlleva examinar 

de novo el expediente de la manera más favorable hacia la parte 

que se opuso a la solicitud de sentencia sumaria en el tribunal de 

instancia y realizando todas las inferencias permisibles a su 

favor”. Birriel Colón v. Supermercado Los Colobos e Integral 

Assurance Company, supra, citando a Meléndez González et al. v. 

M. Cuebas, supra. 

III. 

En el presente recurso, los peticionarios solicitan nuestra 

intervención discrecional por vía del recurso de autos, a los 

efectos de que revoquemos la Resolución emitida por el foro 

primario, en la que, en el ejercicio de su discreción, determinó 

que existían controversias reales y materiales que impedían se 

dictara sentencia sumaria. Aun cuando la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, nos faculta a revisar las denegatorias 

de mociones de carácter dispositivo, como lo es la sentencia 

sumaria, resolvemos que no se han producido las circunstancias 

que exijan nuestra intervención en esta etapa de los 

procedimientos. Lo cierto es que, luego de considerar de novo el 

expediente del caso, en particular con respecto a los hechos en 

controversia determinados por el Tribunal de Primera Instancia, 

no advertimos que tal disposición sobre la existencia de conflictos 
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en la prueba resulte irrazonable, sino más bien que encuentran 

base en los escritos atinentes. Los Peticionarios no han 

demostrado que el foro primario abusó de su discreción o que 

medió error, pasión, prejuicio o parcialidad al emitir la 

determinación impugnada. Además, los Peticionarios tampoco 

lograron demostrar que el foro a quo se equivocó en la 

interpretación del derecho, que justifique nuestra intervención. 

Por virtud de lo anterior, procede denegar el recurso de epígrafe.  

IV.  

Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición 

del auto de certiorari. En consecuencia, devolvemos el caso al foro 

primario para la continuación de los procedimientos.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


